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LECCIÓN  II.1. MALOS TRATOS EN EL ÁMBITO FAMILIAR
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1.1. Introducción

Hablar de agresiones familiares es hablar de algo que está desgraciadamente de actualidad. Sin embargo no es un problema nuevo, ha estado siempre presente, inmerso en lo que se consideraba como una vicisitud normal de la vida cotidiana de la pareja o del grupo familiar. Lo que ocurre es que ahora estos sucesos se denuncian, se plantean, se debaten y, finalmente aunque no siempre, se juzgan.



Hasta finales de los años 60 y comienzos de los 70, los niños, mujeres, maridos y padres maltratados eran prácticamente desconocidos en la literatura social mundial. Si bien se encontraban ocasionales artículos acerca de la patología de los niños maltratados y escasos sobre mujeres maltratadas, no existía ningún estudio sistemático social y científico sobre el problema de la violencia familiar. En contraste, en la década de los 70 se produce en Estados Unidos una proliferación de libros, artículos y monografías sobre los malos tratos contra la mujer y el niño, y sobre la violencia doméstica en general. Sin embargo la investigación se ve ensombrecida por problemas de conceptualización y funcionamiento de palabras clave (por ejemplo el término child abuse).


Después de décadas de hacer caso omiso de la violencia familiar como problema social, comienza un periodo de intenso interés público y profesional. ¿Qué es lo que ocurre para que de pronto la violencia en la familia sea considerada como un problema que afecta a la sociedad? Los años 60 son una década de violencia pública visible en aquel país. La National Commission on the Causes and Prevention of Violence se forma como respuesta a los asesinatos de Martin Luther King y Robert Kennedy. Esta Comisión realiza el primer estudio extenso sobre las actitudes y experiencias acerca del comportamiento violento. Las cuestiones que tienen que ver con la violencia familiar abren los ojos de mucha gente, que anteriormente pensaba que ésta era tan infrecuente como pervertida. 


La segunda fuerza que mostró la violencia familiar a la opinión pública fue el movimiento feminista. La lucha para obtener su liberación e igualdad llevó a mujeres de todas edades y condición a unas sesiones de concienciación. Una de las finalinalidades latentes de estas sesiones fue ayudar a las participantes a confesar que muchas de ellas guardaban el mismo secreto: haber sido golpeadas por sus maridos.

1.2. Malos tratos contra la pareja, ascendientes y menores
1.2.1. Contra el hombre


El maltrato al varón es un hecho presente en nuestra sociedad. Es más frecuente de lo que podría parecer, a la vista de los patrones culturales imperantes en nuestra sociedad; hay un porcentaje considerable de varones que sufren diferentes tipos de agresiones, de forma exclusiva.

             El diagnóstico suele ser difícil si las lesiones no son muy evidentes. A este hecho hay que añadir que no se acepta con facilidad reconocer una situación de minusvalía o de dependencia con relación a la mujer. En casi todos los casos hay una dependencia afectiva que va a limitar la adopción de soluciones realmente eficaces.

1.2.2. Contra la mujer


El maltrato sobre la mujer es el tipo de abuso más frecuente en el ámbito familiar y adopta una amplia gama de posibilidades. Si la detección de los abusos físicos suele ser difícil, debido a la inicial falta de colaboración por parte de la mujer, mucho más lo va a ser la detección del maltrato psíquico. 

 
Una forma especial de maltrato a la mujer y extraordinariamente complicada para su detección es el abuso sexual dentro del matrimonio. Se describen tres tipos diferentes de abuso sexual:

- Mujeres sujetas a continuos abusos físicos y psíquicos, cuyos maridos tienen una actitud agresiva continua e inmersos con frecuencia en el consumo de alcohol y otras drogas.  La violencia sexual en este contexto, constituye un elemento más de la actitud violenta que sufre.

- Situaciones en las que hay discrepancias sobre el comportamiento sexual de la pareja. Surge un conflicto que desemboca en actos violentos.

- Comportamientos sexuales extraños y obsesivos del varón en los que intenta implicar a la mujer.    


Cuando la mujer maltratada se encuentra embarazada, además de las repercusiones negativas sobre la madre, se produce un incremento cuatro veces superior al normal en el riesgo de que se dé a luz un niño de bajo peso, cuando no de que el feto muera a consecuencia de los golpes recibidos por su madre. Ha de tenerse en cuenta que los casos de malos tratos que describen los medios de comunicación son solamente un porcentaje mínimo de la realidad. Los datos de que se dispone a nivel oficial no son del todo fiables debido a la tendencia tan elevada de ocultar la información, tanto por parte de la propia víctima como por parte de los familiares más próximos, vecinos y conocidos. En los últimos años, el número de denuncias ha crecido. Este incremento no significa que haya aumentado el número de mujeres maltratadas, sino que la mujer ha tenido acceso a la información y ha ido conociendo los cambios legislativos, sus derechos y recursos sociales que existen a su disposición.


El fenómeno de la violencia doméstica que sufren las mujeres está muy relacionado con el que padecen los menores dentro del mismo núcleo familiar. En muchas ocasiones se produce coetáneamente. En otras, los menores que contemplan el maltrato cotidiano de su madre sufren daños psíquicos, con la consiguiente alteración de su estabilidad emocional y graves consecuencias para su aprendizaje de actitudes ante la vida. Por ello se debe abordar como un problema social, y como un problema penal. Cuando se motive la necesidad de denunciar los malos tratos habrá que garantizar expectativas positivas de resolución del problema.

1.2.3. Contra los ascendientes



La clínica de los malos tratos hacia los ancianos es amplia, abarcando desde la violencia psíquica hasta la agresión directa, incluyendo patrones de ausencia de cuidados, administración de fármacos, etc.

         Su diagnóstico suele ser especialmente difícil dada la vulnerabilidad y dependencia afectiva de estos individuos, sometidos a una marginación progresiva donde suele incidir una amplia gama de patologías difíciles de precisar. La incidencia, por tanto, es muy variable. El diagnóstico clínico exige una especial atención por parte del personal sanitario, sobre el que recae, en la mayor parte de los casos, la responsabilidad de su detección, ya que con mucha frecuencia, estos sujetos son desviados al medio hospitalario para el tratamiento de complicaciones intercurrentes relacionadas directa o indirectamente, con la agresión ocasional o persistente.


La omisión de cuidados suele ser la conducta más frecuente y  también, de más difícil detección. El papel del trabajador social cobra una especial dimensión en estos casos. El internamiento de estas personas en instituciones de tipo asilar es un modelo de conducta donde, bajo una causa de justificación, se puede encubrir un abandono efectivo de la persona de edad avanzada.


Aunque las descripciones clásicas hacen hincapié en el abuso de los hijos hacia padres de edad avanzada y/o con minusvalías físicas o psíquicas, hay numerosas situaciones, definidas fundamentalmente hábitos de toxicomanía, en las que un hijo mantiene no sólo una situación de conflicto familiar constante, sino que emergen agresiones físicas de forma más o menos ocasional, junto a la presión, el chantaje o la amenaza.  Las características que reúne la patología intrafamiliar exigen una intervención coordinada sobre los distintos miembros de la misma.


En el caso particular del alcoholismo va a plantear con menos frecuencia estas situaciones, ya que lo normal en estos casos es que la violencia sea ejercida por los progenitores. Desde formas sutiles de abuso, como pueden ser las restricciones de tipo económico, hasta la agresión directa o la administración de tóxicos hay múltiples posibilidades. La dependencia afectiva de las víctimas será tanto mayor cuanto menor sea su capacidad real de autonomía personal.


En los últimos años, en los Juzgados y Fiscalía de Menores se ha constatado un preocupante aumento de las denuncias a menores por malos tratos físicos (conllevan psíquicos y afectivos) a las figuras parentales (casi exclusivamente a la madre); dichas inculpaciones son presentadas por vecinos, partes médicos de los hospitales y puntualmente por la víctima, la cual cuando llega a la Fiscalía de Menores es que ha sido totalmente desbordada y derrotada, vive con la sensación de haber fracasado como padre y con un gran dolor por denunciar a su hijo, sabiendo que la Justicia puede doblegar esa conducta, pero difícilmente equilibrarla.


La sórdida cotidianeidad de estos abusos en el seno de lo que debería ser un hogar deteriora cualquier convivencia. Sin embargo, sólo se despierta la alerta colectiva cuando salta a los medios de comunicación un parricidio.  


Resulta inviable apuntar una estadística cuantificadora fiable, dada la amplia cifra de conductas de este tipo no denunciadas, y que sólo se interviene judicialmente en aquellas en que hay constancia de secuelas físicas de agresión. 


Respecto al perfil, se trata de un menor varón (una de cada diez es chica) de 12 a 18 años (con una mayor prevalencia del grupo 15-17) que agrede primordialmente a la madre. Adolecen hasta del intento de comprender qué piensa y qué siente su interlocutor "domado". Poseen escasa capacidad de introspección y autodominio. Los tipos se diferencian en:

- Hedonistas- nihilistas. Es el más amplio en número. Su principio es "primero yo y luego yo", hacen lo que quieren.

- Patológicos, bien sea por una relación amor-odio madre-hijo, con equívocos, más allá de los celos edípicos, en algún caso con relaciones incestuosas. Otro determinante es la dependencia de la droga, que impele al menor a robar en casa.

- Violencia aprendida como aprendizaje vicario desde la observación, ya sea porque el padre (por ejemplo, alcohólico) también pega a la madre; o como efecto de haber sufrido con anterioridad el maltrato en su propio cuerpo.


Todos los tipos tienen nexos de confluencia, tales como los desajustes familiares, la desaparición del padre varón (o bien no es conocido, o está separado y despreocupado, o sufre algún tipo de dependencia o simplemente no es informado por la madre para evitar el conflicto padre-hijo, si bien la realidad es que prefiere no enterarse de lo que pasa en casa en su ausencia). No se aprecian diferencias por niveles socio-económico-culturales. Los motivos que provocan la erupción violenta son nimios. En la casi totalidad de los casos no niegan su participación; es más, la relatan con tanta frialdad y con tal realismo que impresiona.


 La situación, cuando llega a los Juzgados de Menores, suele ser tan grave que no cabe otra solución inicial que el internamiento. El internamiento es el paso previo y ya aprovechado para una terapia profunda y dilatada, donde reequilibrar su comportamiento y percepción del mismo, actitud hacia los otros, etc. 

1.2.4. Contra los menores


En 1874, se ganaba en Estados Unidos el primer proceso judicial que defendía a una niña neoyorquina frente a los malos tratos provenientes de su madre. Fue impulsado por la Sociedad Protectora de Animales, ya que la policía se negó a intervenir por no existir entonces ninguna ley para proteger a los niños que tipificase como delito el maltrato infantil. Sí las había, en cambio, para proteger a los animales. La cobertura legal se amparó entonces en el argumento de que, puesto que la niña, objeto de la defensa, era parte del reino animal, merecía al menos tanta protección como un perro.


Este hecho dramático refleja el secular abandono que ha padecido la infancia y su vulnerabilidad extrema. No obstante, también es cierto que la historia de la infancia ha venido recorrida por un tímido pensamiento ilustrado que ha alumbrado iniciativas de protección de los niños frente a la arbitrariedad de los adultos. A partir de la segunda mitad del siglo XX este pensamiento ilustrado se manifiesta de forma más intensa. La Declaración de los Derechos del Niño aprobada en la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1959, la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada también por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1989 y ratificada por el Parlamento español en 1990, vienen a señalar la gran novedad en la historia de la infancia: el reconocimiento de los menores como sujetos de derechos. 


A partir de este momento, el desarrollo y socialización de la infancia  y su protección frente al maltrato no se amparará exclusivamente en bienintencionados esfuerzos, sino que tendrá también un amparo jurídico que comprometerá a los Estados.


En España, a partir de la Constitución de 1978 y de la modificación del Código Civil en materia de adopción (Ley 21/1987), se establecen las bases de un moderno sistema de protección social de la infancia en el que se define explícitamente la responsabilidad de la Entidad Pública frente a las arbitrariedades de que pueden ser objeto los niños en su desarrollo y educación. Más recientemente, la Recomendación número R(93)2 del Comité de Ministros de Estados Miembros del Consejo de Europa, considera conveniente establecer un sistema de prevención efectiva, identificación, notificación, intervención, tratamiento, investigación, evaluación y seguimiento de los casos de maltrato a la infancia.


La actual corriente de investigaciones sobre el maltrato infantil se forma a partir de los trabajos del pediatra norteamericano Henry KEMPE y sus colaboradores en los comienzos de los años sesenta. Con la ayuda de modernos métodos científicos demostraron concluyentemente que gran parte de los supuestas heridas accidentales de que son tratadas los niños en los hospitales, pueden haber sido infligidas deliberadamente. En 1962, KEMPE y sus compañeros de investigación publicaron su artículo describiendo el síndrome del niño maltratado y concentrando la atención del país en la situación de los menores que padecían este problema. Ese mismo año, el Children 's Bureau of the U.S. Department of Health, Education and Welfare patrocinó una importante conferencia acerca del maltrato infantil.


Este fenómeno es un tema difícil de abordar. La propia definición de qué se considera como tal implica una valoración social en relación a lo que es peligroso e inadecuado para el niño. Hay una falta de consenso social respecto de lo que constituyen formas de crianza peligrosas e inaceptables. En cualquier caso, el juicio social ha de tener lugar desde una perpectiva histórica en la que confluyen, por una parte, la investigación y la experiencia profesional respecto de la educación de los niños y, por otra, la cultura y los valores relativos a la infancia. Entre ambos existen relaciones recíprocas que contribuyen a la configuración de estándares sociales en relación al maltrato y buen trato a los niños.


Sólo en las naciones en donde la malnutrición y las enfermedades infecciosas están bajo control, es donde se toman en consideración otras amenazas para la vida infantil, entre las que se encuentra el maltrato. La mayor parte de los paises preocupados por estas cuestiones han comenzado centrando su atención  en los problemas relacionados con los malos tratos físicos (abusos físicos), preocupándose luego por el abandono de los niños (abandono físico), pasando posteriormente a asumir el abuso o maltrato sexual (abuso sexual), aceptando, por fin, el maltrato emocional (abuso emocional y abandono emocional).


Toda la literatura consagrada a esta materia hace alusión a la "cifra negra", oculta en el secreto de las familias, cualquiera que sea el medio socio-económico y cultural al que pertenezcan. La evaluación de su incidencia es difícil: primero porque muchos padres que son investigados no admiten la existencia del problema y, en segundo lugar, porque el maltrato infantil es un acto privado, que en la mayoría de los casos no puede ser evaluado directamente. Es preciso recordar la manera en que los padres buscan disimular los malos tratos inventando explicaciones a los daños constatados.


La detección de los malos tratos depende del medio socio-económico al que pertenece la familia en cuestión: cuanto más respetable sea su apariencia, menos se sospechará de ella y si ello llegase a ocurrir, mejor se las arreglará para acallar los temores de malos tratos.


La movilidad geográfica de las familias sospechosas de infligir malos tratos a sus hijos supone, también, un obstáculo importante a la hora de evaluar su existencia, movilidad debida al paro, inestabilidad profesional o sentimental.


El estudio de la infancia maltratada plantea diversos problemas y dificultades que comprometen la fiabilidad de las conclusiones. No se pueden estudiar más que casos conocidos, pero el nivel de conocimiento de los casos de niños maltratados obliga a distinguir entre:

- los conocidos por las autoridades (policía y servicios sociales); 

- aquellos ignorados por las autoridades, pero conocidos por médicos, puericultores, maestros, que no denuncian porque los consideran casos dudosos; 

- los conocidos sólo en el entorno, padres o vecinos, y no denunciados, y, por último, 

- los casos conocidos sólo por el autor y la víctima.


Supondría un reduccionismo el hecho de recurrir a los criterios del Derecho Penal para determinar si se dan malos tratos o no. Aparte de que las normas difieren de un país a otro, el conjunto de los elementos constitutivos de infracción no cubre todas las situaciones de malos tratos.

1.3. Obligación de denunciar y mantenimiento del secreto profesional


A la vista de la actual regulación penal del deber de denunciar, es evidente que hay una serie de profesionales que tienen un acceso más directo al conocimiento de este tipo de situaciones.


En nuestro ordenamiento penal existe solamente un deber de denuncia genérico de todo ciudadano; incluso ha desaparecido la referencia a esta obligación por parte de los médicos contenida en el art. 576  del anterior Código Penal. A nuestro juicio, sería necesario un tipo cualificado para los supuestos en los que la omisión proviniera de determinadas personas (médicos, abogados, psicólogos, personal sanitario, maestros, personal de guarderías) que, por su profesión u oficio pueden, a través de razonables indicios, sospechar e incluso constatar que se están produciendo este tipo de sucesos. Y es que, concretamente respecto de los menores, sin llegar a ser garantes del desarrollo integral de éstos al mismo nivel que los padres o tutores, es indudable que tienen una mayor facilidad para detectar los síntomas de malos tratos, y por qué no, mayor responsabilidad sobre los mismos que el resto de los ciudadanos. 

Podría objetarse -también aquí- que esta inmisión del Derecho Penal en la vida de la familia podría causar mayores daños que los motivados por la conducta de malos tratos. Pero piénsese en las situaciones en las que la víctima de los mismos sufre lesiones de importancia que pueden incluso acarrearle la muerte, máxime en niños de corta edad, amén del deterioro sobre todo psíquico que suponen estas actuaciones que, además, se repiten. 


Uno de los deberes más importantes del Estado social de Derecho consiste -como se deduce del art. 43.2 de la Constitución- en "organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios", e indudablemente una vía de prevención es contar con la ayuda de quienes por su profesión puedan tener conocimiento de este tipo de situaciones.


Por otra parte, el desarrollo ordinario de algunas profesiones presupone el acceso a la intimidad de terceros, generándose un especial deber de sigilo. Cuando los ciudadanos, de forma necesaria, acuden al médico, al psicólogo, o al abogado, están renunciando de forma relativa a su privacidad, pero presuponiendo la lealtad del profesional, en el sentido de que sus datos o informaciones personales quedarán preservados en una esfera de confidencialidad.


Puede ocurrir que a aquellos profesionales que han tenido conocimiento o sospechan que se están produciendo conductas constitutivas de malos tratos se les plantee el conflicto entre su deber denunciar y su obligación de guardar secreto. 


El deber procesal de declarar o denunciar es de rango superior y ante él debe ceder el de mantener el secreto, que tan sólo cubre un interés particular. Esto será así en tanto que la misma ley no disponga otra cosa, es decir, exceptúe del deber de denunciar o de testificar a ciertos profesionales. 


En alguno de los supuestos planteados se genera el conflicto entre ambos deberes, produciéndose una antinomia en primer lugar en el propio Código Penal, y también entre éste y los otros textos legales. Si el mantenimiento del deber de sigilo protege el derecho a la intimidad del cliente, y el deber de denunciar, los derechos a la vida, integridad física, libertad y libertad sexual de la víctima, éste deberá primar sobre aquél. Y, realizando una ponderación de males, también es preferente la obligación de evitar que se continuen produciendo estas conductas vejatorias y violentas sobre los miembros más desprotegidos de la familia.

